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la medida de Intervención Administrativa Total de COMFAMILIAR CAMACOL por el 
término de hasta tres (3) meses.

Por lo antes expuesto este Despacho,
RESUELVE:

Artículo 1°. Prorrogar por el término de hasta tres (3) meses la medida cautelar 
de Intervención Administrativa Total a la Caja de Compensación Familiar Camacol - 
COMFAMILIAR CAMACOL, adoptada mediante Resolución número 0664 del 6 de 
noviembre de 2019 y prorrogada mediante Resoluciones números 0286 del 9 de septiembre 
de 2020, 0098 del 9 de marzo de 2021, 0509 del 8 de septiembre de 2021 y 0129 del 8 de 
marzo de 2022, de conformidad con lo señalado en la parte motiva de este proveído.

Parágrafo. La Caja de Compensación Familiar COMFAMILIAR CAMACOL deberá 
ajustar el Plan de Mejoramiento de la medida cautelar de Intervención Administrativa Total 
(PDMI) de acuerdo con lo señalado en esta decisión y conforme al término de prórroga 
señalado en este artículo.

Artículo 2°. Notificar el contenido de la presente Resolución a la Caja de Compensación 
Familiar COMFAMILIAR CAMACOL, a través de su Director Administrativo y 
Representante Legal Esteban Gallego Restrepo identificado con cédula de ciudadanía 
número 71.796.660, o quien haga sus veces, quien puede ser ubicado en la Calle 49 B 
número 63-21 Piso 2 de la ciudad de Medellín, y en las direcciones de correo electrónico: 
direccionadmin@comfamiliarcamacol.com y ccfcamacol@ssf.gov.co.

Artículo 3°. Notificar el contenido de la presente Resolución al Revisor Fiscal Flaminio 
Chaparro Alba identificado con la cédula de ciudadanía número 19233390 expedida en 
Medellín y portador de la Tarjeta Profesional número 5238-T, en representación de la firma 
CONSULCONTAF LTDA. identificada con NIT. 830.009.047-8, quien puede ser ubicado 
en la dirección electrónica: admin@consulcontaf.com.co

Artículo 4°. Comunicar el contenido de la presente Resolución al Agente Especial de 
Intervención doctor Raúl Fernando Núñez Marín identificado con la cédula de ciudadanía 
número 94536188, al correo electrónico rnunezm@ssf.gov.co

Artículo 5°. Comunicar el contenido de la presente Resolución a los funcionarios del 
equipo de apoyo del Agente Especial de Intervención:

- Javier Linares Díaz con cédula de ciudadanía número 79565460, al correo 
electrónico jlinaresd@ssf.gov.co.

- Érika María Valencia Gómez con cédula de ciudadanía número 52692951, al 
correo electrónico evalenciag@ssf.gov.co.

- Yaritza Lobo Velásquez con cédula de ciudadanía número 52884263, al correo 
electrónico ylobov@ssf.gov.co.

- Juan José Olivella Crespo con cédula de ciudadanía número 12646532, al correo 
electrónico jolivellac@ssf.gov.co.

Artículo 6°. Comunicar el contenido de la presente Resolución a los bancos y 
corporaciones financieras de la ciudad de Medellín; al Gobernador del Departamento de 
Antioquia y al Alcalde de la ciudad de Medellín.

Artículo 7°. Ordenar la publicación de la presente Resolución en el Diario Oficial 
de conformidad con lo señalado en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (CPACA).

Artículo 8°. Contra la presente resolución procede el recurso de reposición que deberá 
interponerse por escrito ante el Superintendente del Subsidio Familiar, en el acto de 
notificación o dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a ella. Si no pudiere hacerse 
la notificación personal o electrónica deberá surtirse por Aviso.

Artículo 9°. La presente resolución rige de conformidad con lo dispuesto en el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y la Resolución 
número 629 de 2018.

Notifíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 8 de junio de 2022.
La Superintendente del Subsidio Familiar (e),

Adriana Cristina Romero Beltrán.
(C. F.).

Superintendencia de Sociedades
Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 100-010330 DE 2022

(junio 8)
por medio de la cual se establece el Protocolo de Prevención y Acción de la Facultad 
Disciplinaria por Conductas de Acoso Sexual o Discriminación por Razón de Sexo y/o 

Género.
El Superintendente de Sociedades, en uso de sus facultades legales y en especial 

las conferidas en el numeral 40 del artículo 8° del Decreto 1736 de 2020 modificado 

y adicionado por el Decreto 1380 del 2021, en cumplimiento de lo establecido en la 
Directiva Presidencial 03 del 8 de marzo de 2022 y, atendiendo a los parámetros de la Ley 
1010 del 2006 y demás normas concordantes y,

CONSIDERANDO:
Que la Ley 1010 del 23 de enero de 2006, por la cual se adoptan medidas para prevenir, 

corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones 
de trabajo, establece en el numeral 1 de su artículo 9° que “(…) las instituciones deberán 
prever mecanismos de prevención de las conductas de acoso laboral y establecer un 
procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y efectivo para superar las que ocurran 
en el lugar de trabajo. (…)”.

Que la Directiva Presidencial 03 de 8 de marzo de 2022 dirigida a los Ministros de 
Despacho, Directores de Departamentos Administrativo, Entidades de la Rama Ejecutiva 
del Orden Nacional, Ramas del Poder Público, Órganos Autónomos y de Control y 
Vigilancia, Entidades Territoriales, instó, en un plazo no mayor a tres (3) meses, contados 
a partir de la expedición de la misma a crear e implementar al interior de las entidades, 
protocolos contra el acoso sexual y/o discriminación por razón del sexo en el ámbito del 
trabajo.

Que mediante Resolución número 509-008654 del 14 de diciembre de 2021, 
modificada por la Resolución número 100-003923 del 14 de marzo de 2022, se estableció 
la conformación del Comité de Convivencia Laboral de la Superintendencia de Sociedades, 
órgano colegiado que hasta la fecha conocía de los asuntos relacionados con este tipo de 
conductas.

Que mediante documento GTH-RE-001 del 24 de abril de 2020 se estableció el 
reglamento del Comité de Convivencia Laboral de la Superintendencia de Sociedades, el 
cual integra el protocolo de prevención de acoso laboral y sexual de la entidad.

Que con la expedición de la Directiva presidencial número 03 del 8 de marzo de 
2022, fue necesario modificar el documento GTH-RE-001 en el sentido de expedir como 
documentos independientes, el reglamento del Comité de Convivencia Laboral y el 
Protocolo de prevención de acoso laboral y el Protocolo de prevención de acoso sexual y/o 
discriminación por razón del sexo en el ámbito laboral.

Que, en mérito de lo expuesto, el Superintendente de Sociedades,
RESUELVE:

Artículo 1°. Adoptar el “Protocolo de Prevención y Acción de la Facultad 
Disciplinaria por Conductas de Acoso Sexual o Discriminación por Razón de Sexo y/o 
Género” el cual hace parte de la presente Resolución como Anexo 1.

Artículo 2°. El referido protocolo podrá ser reformado mediante resolución, a 
iniciativa de cualquiera de los responsables del proceso previa concertación con las áreas 
que intervienen en el mismo.

Artículo 3°. El señalado protocolo rige a partir de la fecha de publicación de la presente 
Resolución y deroga todas las normas que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
El Superintendente de Sociedades,

Billy Raúl Antonio Escobar Pérez.
(C. F.)

unidades adMinistrativas esPeciales

FE DE ERRATAS
Diario Oficial 51.902 del 29 de diciembre de 2021

La Imprenta Nacional de Colombia informa que en el Diario Oficial 51.902 del miér-
coles, 29 de diciembre de 2021, se omitió la publicación de los Acuerdos 203, 204 y 206 de 
fecha 7 de diciembre de 2021 de la Agencia Nacional de Tierras; por lo tanto, se publicarán 
en el Diario Oficial 52.060 del jueves, 9 de junio de 2022.

(La Ley 4ª de 1913 en su artículo 45 reza: “Los yerros caligráficos o tipográficos en 
las citas o referencias de unas leyes a otras no perjudicarán, y deberán ser modificados 
por los respectivos funcionarios, cuando no quede duda en cuanto a la voluntad del 
legislador”, esta ley autoriza a la Imprenta Nacional de Colombia a publicar las erratas 
que por yerros tipográficos aparezcan en las normas).

Agencia Nacional de Tierras
Acuerdos

ACUERDO NÚMERO 203 DE 2021

(diciembre 7)
por el cual se modifica el artículo noveno del Acuerdo número 205 del 29 de diciembre 
de 2009, por el cual se amplía el Resguardo Indígena Nonuya de Villazul, localizado en 

jurisdicción del corregimiento de Puerto Santander, Amazonas.
El Consejo Directivo de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), En uso de las facultades 

legales, en especial de las conferidas por el artículo 85 de la Ley 160 de 1994, el artículo 
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2.14.7.3.7. del Decreto Único 1071 de 2015, los numerales 1 y 16 del artículo 9° del 
Decreto ley 2363 de 2015, la Ley 1437 de 2011, y

CONSIDERANDO:
A. Fundamentos Jurídicos - Competencia
1. Que el artículo 7° de la Constitución Política señala que el Estado reconoce y 

protege la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana.
2. Que, así mismo, la Constitución Política, en sus artículos 246, 286, 287, 329 

y 330, al igual que en el artículo 56 transitorio, establece una serie de derechos para los 
pueblos indígenas; en particular, el artículo 63 les confieren a sus territorios el carácter de 
propiedad colectiva inalienable, imprescriptible e inembargable.

3. Que, el Convenio 169 de 1989 “sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes”, de la Organización Internacional del Trabajo, aprobado por Colombia 
mediante la Ley 21 del 4 de marzo de 1991, forma parte del Bloque de Constitucionalidad. 
este Convenio se fundamenta en el respeto a las culturas y a las formas de vida de los 
pueblos indígenas y tribales y reconoce sus derechos sobre las tierras que tradicionalmente 
ocupan y los recursos naturales, entre otros aspectos.

4. Que el artículo 85 de la Ley 160 de 1994 le dio competencia al extinto Instituto 
Colombiano de Reforma Agraria (Incora) para estudiar las necesidades de tierra de 
las comunidades indígenas a efecto de dotarlas de las superficies indispensables que 
faciliten su adecuado asentamiento y desarrollo con miras a la constitución, ampliación y 
saneamiento de resguardos indígenas.

5. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.14.7.3.7 del Decreto 
Único 1071 de 2015, corresponde al Consejo Directivo del extinto Incoder expedir el acto 
administrativo que constituya, reestructure o amplíe el resguardo indígena en favor de la 
comunidad respectiva.

6. Que el Decreto ley 2363 de 2015 creó la ANT como máxima autoridad de las 
tierras de la nación, encargada de la ejecución de la política de ordenamiento social de la 
propiedad rural diseñada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y le asignó, 
entre otras, las funciones de definir y ejecutar el plan de atención de comunidades étnicas 
en cuanto a la titulación colectiva. Además, le asignó las funciones de constituir, ampliar, 
sanear y reestructurar resguardos indígenas, así como clarificar y deslindar los territorios 
colectivos.

7. Que, en el artículo 38 del Decreto ley 2363 de 2015, se consagró una regla de 
subrogación de funciones, conforme a la cual toda referencia normativa hecha a Incora 
e Incoder, en materia de ordenamiento social de la propiedad rural, se atribuye en la 
actualidad a la ANT. En este sentido, el parágrafo del artículo en mención previó que las 
referencias a la Junta Directiva del Incora o al Consejo Directivo del Incoder, consignadas 
en la Ley 160 de 1994 y demás normas vigentes, deben entenderse referidas al Consejo 
Directivo de la ANT, por lo que, frente a asuntos como la constitución de resguardos 
indígenas, es competente el Consejo Directivo de la ANT.

8. Que el artículo 2.14.7.3.8 del Decreto 1071 de 2015 dispone que, una vez en 
firme, las providencias del Consejo Directivo de la Agencia Nacional de Tierras que 
dispongan la constitución, restructuración o saneamiento de Resguardos Indígenas deben 
inscribirse en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente al lugar de 
ubicación de las tierras constituidas con el carácter legal de Resguardo.

9. Que el artículo 2° del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (CPACA) (Ley 1437 de 2011) en su inciso primero define 
que las normas de la primera parte son aplicables a “todos los organismos y entidades 
que conforman las ramas del poder público en sus distintos órdenes, sectores y niveles, a 
los órganos autónomos e independientes del Estado y a los particulares, cuando cumplan 
funciones administrativas. A todos ellos se les dará el nombre de autoridades”. (…) 
“Las autoridades sujetarán sus actuaciones a los procedimientos que se establecen en 
este Código, sin perjuicio de los procedimientos regulados en leyes especiales. En lo no 
previsto en los mismos se aplicarán las disposiciones de este Código.

10. Que el artículo 3° del CPACA en su inciso primero consagra que todas “las 
autoridades deberán interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las actuaciones y 
procedimientos administrativos a la luz de los principios consagrados en la Constitución 
Política, en la parte primera de este Código y en las leyes especiales”. Conforme a lo 
anterior y concordante con el numeral 11 de este mismo articulado establece que “En 
virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos logren 
su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales, 
evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este 
Código las irregularidades procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad 
del derecho material objeto de la actuación administrativa”.

11.  Que, concordante con lo anterior, el artículo 34 ibídem señala: “Las actuaciones 
administrativas se sujetarán al procedimiento administrativo común y principal que se 
establece en este Código, sin perjuicio de los procedimientos administrativos por leyes 
especiales. En lo no previsto en dichas leyes se aplicarán las disposiciones de esta Parte 
Primera del Código”.

12. Que el artículo 45 de la Ley 1437 de 2011, establece la corrección de errores 
formales, en cualquier tiempo, de oficio o a petición de parte, y en armonía con lo 
dispuesto en la cláusula de remisión de competencias de que trata el citado artículo 38 del 
Decreto ley 2363 de 2015, el Consejo Directivo de la ANT es competente para corregir 

en cualquier tiempo, de oficio o a petición de parte, los errores formales contenidos en 
los actos administrativos expedidos en su momento por ese mismo órgano o por la Junta 
Directiva del Incora o el Consejo Directivo del Incoder.

B. Fundamentos Fácticos
1. Que mediante el Acuerdo número 205 del 29 de diciembre de 2009, el Consejo 

Directivo del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), amplió el Resguardo 
Indígena Nonuya de Villazul, localizado en jurisdicción del Corregimiento Departamento 
de Puerto Santander, Amazonas, sobre un globo de terreno, con una extensión de doscientas 
un mil noventa y tres (201.093) hectáreas, localizado en la jurisdicción del corregimiento 
departamental de Puerto Santander, departamento del Amazonas.

2. Que en el artículo noveno del Acuerdo número 205 del 29 de diciembre de 2009, 
el Consejo Directivo del Incoder ordenó: “En firme el presente Acuerdo, tramítese ante 
la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos respectiva, su inscripción en el Folio de 
Matrícula Inmobiliaria del Resguardo Indígena Nonuya de Villazul y remisión a la Oficina 
de Catastro respectiva”.

3. Que la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Leticia Amazonas, 
generó una nota devolutiva, al Acuerdo 205 de 2009, en los siguientes términos: “De 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 del Decreto ley 1250 de 1970, se devuelve 
sin registrar el documento citado por las siguientes razones: 1. número cita número de 
matrícula inmobiliaria u otros datos del sistema registral antiguo que identifique el predio 
en nuestros archivos (artículo 5° Decreto ley 1250/70).

4. Que mediante oficio 20215101411741 del 25 de octubre de 2021, la Subdirección 
de Asuntos Étnicos de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), solicitó a la Oficina de 
Registro de Instrumentos de Leticia Amazonas, información respecto al registro del 
Acuerdo número 205 del 29 de diciembre de 2009, proferido por el Consejo Directivo del 
Instituto de Desarrollo Rural – Incoder.

5. Que el 24 de noviembre de 2021, mediante correo electrónico, la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos de Leticia, Amazonas, informó a la Subdirección de 
Asuntos Étnicos de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), que no se encontró el registro 
del Acuerdo número 205 del 29 de diciembre de 2009, toda vez que el mismo presenta nota 
devolutiva identificada con el radicado 2010-400-6-383.

6. Que se hace necesario modificar el artículo noveno del Acuerdo número 205 del 
29 de diciembre de 2009, toda vez que en la orden impartida a la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos del Círculo de Leticia, se omitió dar apertura al folio de matrícula 
inmobiliaria para el globo de terreno de naturaleza jurídica baldía objeto de ampliación del 
Resguardo Indígena e inscribir el acto administrativo de constitución.

7. Que con base en los principios constitucionales de legalidad, debido proceso y 
eficacia, así como en lo consagrado en el artículo 45 del CPACA, la Agencia está facultada 
para corregir las actuaciones administrativas y remover los obstáculos formales que se 
presenten en el desarrollo de estas, para que estén plenamente ajustadas a derecho al 
momento de adoptar la decisión administrativa, lo cual implica la exigencia de modificar y 
garantizar la plena legalidad de todas las actuaciones administrativas adelantadas en marco 
de este procedimiento.

8. Que mediante memorando número 20215100405033 de fecha 26 de noviembre 
de 2021, la Subdirección de Asuntos Étnicos solicitó a la Oficina Jurídica de la ANT 
la viabilidad del Proyecto de Acuerdo por el cual se modificará el artículo noveno del 
Acuerdo número 205 del 29 de diciembre de 2009.

9. Que mediante memorando número 20211030415043 de fecha 1° de diciembre de 
2021, la Oficina Jurídica de la ANT, emitió la viabilidad jurídica del Proyecto de Acuerdo.

En mérito de lo expuesto, el Consejo Directivo de la Agencia Nacional de Tierras 
(ANT),

ACUERDA:
Artículo 1°. Modificar el artículo noveno del Acuerdo número 205 del 29 de diciembre 

de 2009, el cual quedará así:
Artículo 9°. Trámite ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. En firme 

el presente Acuerdo, se ordenará a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del 
Círculo Registral de Leticia, en el departamento del Amazonas, dar apertura a un folio de 
matrícula inmobiliaria correspondiente al predio baldío en extensión total de doscientas un 
mil noventa y tres (201.093) hectáreas, cuyos linderos y medidas se encuentran descritos 
en el artículo segundo de este Acuerdo. El nuevo folio de matrícula inmobiliaria deberá 
contener la inscripción del Acuerdo, con el código registral 01002 y deberá figurar como 
propiedad colectiva del Resguardo Nonuya de Villazul, el cual se amplía en virtud del 
presente instrumento.

Parágrafo. Una vez la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 
inscriba el presente acto administrativo, suministrará los documentos respectivos al gestor 
catastral competente. Lo anterior, para efectos de dar cumplimiento a los artículos 65 y 66 
de la Ley 1579 de 2012.

Artículo 2°. Conforme a lo establecido por el artículo 2.14.7.3.8. del Decreto Único 
Reglamentario 1071 de 2015, el presente Acuerdo deberá ser publicado en el Diario Oficial 
y notificarse al representante legal del Resguardo Indígena Nonuya de Villazul, localizado 
en jurisdicción del corregimiento departamental de Puerto Santander, departamento de 
Amazonas.
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Parágrafo. En atención a la actual situación de Emergencia Sanitaria declarada por el 
Ministerio de Salud y Protección Social mediante las Resoluciones 385 de 12 de marzo 
de 2020, prorrogada por las resoluciones 844, 1462, 2230 de 2020, 222,738, 1315 y 1913 
de 2021 (que prorroga la emergencia sanitaria hasta el 28 de febrero de 2022), se dará 
aplicación a lo consagrado en el inciso 2° del artículo 4° del Decreto Legislativo 491 del 28 
de marzo de 2020, que prevé que la notificación o comunicación de actos administrativos 
mientras permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud 
y Protección Social, se hará por medios electrónicos.

Artículo 3°. Las demás disposiciones del Acuerdo número 205 del 29 de diciembre de 
2009, permanecen incólumes.

Artículo 4°. Vigencia. El presente Acuerdo comenzará a regir a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial.

Artículo 5°. Contra la presente decisión no procede recurso alguno, de acuerdo con 
lo consagrado en el artículo 75 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011 CPACA).

Publíquese, notifíquese, regístrese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 7 de diciembre de 2021.
El Presidente del Consejo Directivo,

Ómar Franco Torres.
El Secretario Técnico del Consejo Directivo ANT,

Jacobo Nader Ceballos.

ACUERDO NÚMERO 204 DE 2021

(diciembre 7)
por el cual se aclara el artículo primero y se modifican los artículos noveno y décimo del 
Acuerdo número 09 del 21 de diciembre de 2015, por el cual se constituye el Resguardo 
Indígena Inga de Colón, de la etnia Inga, con tres globos de terrenos baldíos, localizados 
en jurisdicción de los municipios de Colon, departamento del Putumayo y Buesaco, 

departamento de Nariño.
El Consejo Directivo de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), en uso de las facultades 

legales, en especial de las conferidas por el artículo 85 de la ley 160 de 1994, el artículo 
2.14.7.3.7. del Decreto Único 1071 de 2015, numerales 1 y 16 del artículo 9° del Decreto 
ley 2363 de 2015, el artículo 45 de la Ley 1437 de 2011 y

CONSIDERANDO:
A. Fundamentos Jurídicos – Competencia
1. Que el artículo 7° de la Constitución Política señala que el Estado reconoce y 

protege la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana.
2. Que, así mismo, la Constitución Política, en sus artículos 246, 286, 287, 329 y 

330, al igual que en el artículo 56 transitorio, establecen una serie de derechos para los 
pueblos indígenas. En particular, el artículo 63 les confieren a sus territorios el carácter de 
propiedad colectiva inalienable, imprescriptible e inembargable.

3. Que, el Convenio 169 de 1989 “sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes”, de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), ratificado 
por Colombia mediante la Ley 21 del 4 de marzo de 1991, forma parte del bloque de 
constitucionalidad. este convenio se fundamenta en el respeto a las culturas y a las formas 
de vida de los pueblos indígenas y tribales y reconoce sus derechos sobre las tierras que 
tradicionalmente ocupan, entre otros aspectos.

4. Que el artículo 85 de la Ley 160 de 1994 le dio competencia al extinto 
Instituto Colombiano de Reforma Agraria Incora para estudiar las necesidades de tierra 
de las comunidades indígenas a efecto de dotarlas de las superficies indispensables que 
faciliten su adecuado asentamiento y desarrollo con miras a la constitución, ampliación y 
saneamiento de resguardos indígenas.

5. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.14.7.3.7 del Decreto 
Único 1071 de 2015, corresponde al Consejo Directivo del extinto Incoder expedir el acto 
administrativo que constituya, reestructure o amplíe el resguardo indígena en favor de la 
comunidad respectiva.

6. Que el Decreto ley 2363 de 2015 creó la ANT como máxima autoridad de las 
tierras de la nación, encargada de la ejecución de la política de ordenamiento social de la 
propiedad rural diseñada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y le asignó, 
entre otras, las funciones relacionadas con la definición y ejecución del plan de atención 
a las comunidades étnicas en cuanto a la titulación colectiva, constitución, ampliación, 
saneamiento y reestructuración de resguardos indígenas, así como la clarificación y 
deslinde de los territorios colectivos.

7. Que, en el artículo 38 del Decreto ley 2363 de 2015, se consagró una regla de 
subrogación de funciones, conforme a la cual toda referencia normativa hecha a Incora 
e Incoder, en materia de ordenamiento social de la propiedad rural, se atribuye, en la 
actualidad a la ANT. En este sentido, el parágrafo del artículo en mención previó que las 
referencias a la Junta Directiva del Incora o al Consejo Directivo del Incoder, consignadas 
en la Ley 160 de 1994 y demás normas vigentes, deben entenderse referidas al Consejo 
Directivo de la ANT, por lo que asuntos como la constitución de resguardos indígenas son 
de competencia del Consejo Directivo de la ANT.

8. Que el artículo 2.14.7.3.8 del Decreto 1071 de 2015 dispone que, una vez en 
firme, las providencias del Consejo Directivo de la Agencia Nacional de Tierras que 
dispongan la constitución, restructuración o saneamiento de Resguardos Indígenas deben 
inscribirse en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente al lugar de 
ubicación de las tierras constituidas con el carácter legal de Resguardo.

9. Que el artículo 2° del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo CPACA (Ley 1437 de 2011) en su inciso primero define que 
las normas de la primera parte de esa codificación son aplicables a “todos los organismos 
y entidades que conforman las ramas del poder público en sus distintos órdenes, sectores y 
niveles, a los órganos autónomos e independientes del Estado y a los particulares, cuando 
cumplan funciones administrativas. A todos ellos se les dará el nombre de autoridades”. 
(…) “Las autoridades sujetarán sus actuaciones a los procedimientos que se establecen 
en este Código, sin perjuicio de los procedimientos regulados en leyes especiales. En lo 
no previsto en los mismos se aplicarán las disposiciones de este Código.

10. Que el artículo 3° del CPACA en su inciso primero consagra que todas “las 
autoridades deberán interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las actuaciones y 
procedimientos administrativos a la luz de los principios consagrados en la Constitución 
Política, en la parte primera de este Código y en las leyes especiales”. Conforme a lo 
anterior y concordante con el numeral 11 de este mismo articulado establece que “En 
virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos logren 
su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales, 
evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este 
Código las irregularidades procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad 
del derecho material objeto de la actuación administrativa”.

11. Que, en concordancia con lo anterior, el artículo 34 ibídem señala: “Las 
actuaciones administrativas se sujetarán al procedimiento común y principal que se 
establece en este Código, sin perjuicio de los procedimientos administrativos regulados 
por leyes especiales. En lo no previsto en dichas leyes se aplicarán las disposiciones de 
esta Parte Primera del Código”.

12. Que el artículo 45 de la ley 1437 de 2011, establece la corrección de errores 
formales, en cualquier tiempo, de oficio o a petición de parte, y en armonía con lo 
dispuesto en la cláusula de remisión de competencias de que trata el citado artículo 38 del 
Decreto ley 2363 de 2015, el Consejo Directivo de la ANT es competente para corregir 
en cualquier tiempo, de oficio o a petición de parte, los errores formales contenidos en 
los actos administrativos expedidos en su momento por ese mismo órgano o por la Junta 
Directiva del Incora o el Consejo Directivo del Incoder.

B. Fundamentos Fácticos
1. Que mediante el Acuerdo número 09 de 21 de diciembre de 2015, el Consejo 

Directivo del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural Incoder, constituyó el Resguardo 
Indígena de Colón sobre tres globos de terrenos baldíos, en extensión total de mil 
quinientas treinta y un (1531) hectáreas con cinco mil doscientos sesenta y ocho (5268) 
metros cuadrados, localizado en jurisdicción de los municipios de Colón, departamento 
del Putumayo y Buesaco, departamento de Nariño, según plano con número de archivo de 
Incoder número 017627AE86219 de julio de 2015.

2. Que analizado el artículo primero del Acuerdo número 09 de 21 de diciembre 
de 2015, se observa que se omitió denominar al inicio de la redacción técnica de linderos 
el Globo 1, denominado La esperanza, identificación que sí se hizo para el Globo 2 y el 
Globo 3.

3. Que en el artículo noveno del Acuerdo número 09 de 21 de diciembre de 2015, el 
Consejo Directivo del Incoder ordenó: “En firme el presente Acuerdo, solicitar a la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos de Mocoa, Putumayo, aperturar un nuevo folio de 
matrícula para la inscripción del presente Acuerdo, de conformidad con lo establecido en 
el inciso 2 del artículo 2.14.7.3.8 del Decreto 1071 de 2015”.

4. Que de la revisión de la actuación administrativa, la redacción técnica de 
linderos y el plano con número de archivo de Incoder número 017627AE86219 de julio de 
2015, se evidenció que los tres globos de terrenos baldíos son discontinuos y pertenecen 
a diferentes círculos de oficinas de registro instrumentos públicos, como lo son Pasto y 
Sibundoy, por lo cual la orden de registro impartida en el Acuerdo número 09 de 21 de 
diciembre de 2015, va en contravía con lo reglado en los artículos 3 literal b y 5 de la Ley 
1579 de 2012, que establecen:

“Artículo 3° Principios. Las reglas fundamentales que sirven de base al sistema 
registral son los principios de:

b) Especialidad. A cada unidad inmobiliaria se le asignará una matrícula única, en 
la cual se consignará cronológicamente toda la historia jurídica de la respectiva bien raíz 
(…)

Artículo 5°. Circunscripción Territorial y Competencia. El registro de los documentos 
públicos referidos a inmuebles se verificará en la oficina de registro de instrumentos 
públicos en cuyo círculo esté ubicado el bien inmueble así la radicación o solicitud de 
registro se haya efectuado por cualquiera de los medios establecidos en la presente ley”.

5. Que, con el fin de evitar confusiones en la identificación de la redacción técnica 
linderos de cada uno de los globos, se hace necesario aclarar el artículo primero del Acuerdo 
número 09 de 21 de diciembre de 2015, indicando que, en el inicio de la redacción técnica 
de linderos, esta hace alusión al Globo 1, denominado La Esperanza. Tal y como sí se 
indica para el Globo 2 y el Globo 3.
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